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Resumen
Este artículo analiza la regulación gallega con respecto a la trasparencia, buenas prácti-
cas y calidad en su Gestión Pública para clarificar su alcance, sus efectos y el grado de 
puesta en práctica.
Palabras clave: transparencia, código de buenas prácticas, calidad.

Abstract
This paper analyses the Galician regulation concerning transparency, good practices and 
quality in its Public Management in order to clarify its scope, effects and the degree of 
current implementation. 
Keywords: transparency, code of good practices, quality.

1. Introducción
Los artículos 9.2 de la Constitución Española y 4.2 del Estatuto de 

Autonomía de Galicia encomiendan a los Poderes Públicos la tarea de 
facilitar la participación de la ciudadanía en la vida política, económica, 
cultural y social. Así, con el fin de dar cumplimiento a dicho mandato, el 
Parlamento de Galicia, a instancias del Gobierno Autonómico y en uso 
de las competencias que le confiere el artículo 28.1 del Estatuto de Auto-
nomía de Galicia, ha aprobado la Ley 4/2006, de 30 de junio, de trans-
parencia y de buenas prácticas en la Administración Pública gallega1.

 1	 El artículo 28.1 del Estatuto de Autonomía de Galicia, dentro del marco fijado por 
el artículo 149.1.18 y 149.3 de la Constitución Española, atribuye a la Comunidad 
Autónoma de Galicia la competencia para el desarrollo legislativo y la ejecución de 
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La relevancia de esta norma reside, precisamente, en su finalidad últi-
ma: mitigar la imagen de opacidad e inaccesibilidad de la Administración 
que genera una cierta desconfianza de la ciudadanía en su actuación. Los 
mecanismos previstos en la misma para conseguir este objetivo se basan 
en proporcionar a los ciudadanos la mayor cantidad de información po-
sible sobre la tramitación de asuntos públicos y en simplificar su partici-
pación en los mismos; con ellos se pretende, por una parte, contribuir a 
definir y realizar acciones públicas auténticamente serviciales al interés 
general y, por otra parte, permitir llevar a cabo una eficaz vigilancia so-
bre la acción de los poderes públicos, reduciendo, de este modo, el riesgo 
de la existencia de actuaciones desviadas del interés general2. 

En resumen, en esta Ley se recogen una serie de medidas que inci-
den en diversos ámbitos de la actuación de los Entes Públicos y con las 
que se persigue el objetivo de insertar en nuestro sistema el principio de 
transparencia como criterio orientador de la actividad de las Adminis-
traciones Públicas. 

Así, teniendo en cuenta su finalidad y contenido, la aprobación de 
la Ley 4/2006 constituye, sin duda alguna, una intervención legislativa 
necesaria y especialmente oportuna, ya que el incremento de la comple-
jidad en la actuación de las Administraciones Públicas ha alcanzado, en 
los últimos años, unas cotas muy elevadas y, por tanto, para posibilitar 
la participación de los ciudadanos en la gestión de los asuntos públicos 
y el control de los mismos, surge la necesidad de ofrecer a la sociedad 
nuevos cauces de participación, nuevos sistemas de información y, en 
definitiva, nuevos mecanismos de control, que les permitan desempeñar 
un papel significativo en la garantía del cumplimiento de la legalidad, la 

la legislación del Estado en materia de régimen jurídico de la Administración Pública 
gallega y de régimen estatutario de su funcionariado.

2	 Estas necesidades han sido resaltadas por autores como Gaspar Ariño Ortiz, al re-
flexionar sobre el derecho de los ciudadanos a conocer y participar en las decisiones 
de la Administración (“Transparencia y participación en la Administración pública 
española”, Ciudadanos y reforma administrativa, Universidad Carlos III, Madrid, 
1995, pp. 72 y ss.) o Jaime Rodríguez Arana, quien propone llevar a cabo una inten-
sa reforma administrativa que permita lograr una mayor eficiencia y transparencia 
de la Administración Pública en sus actuaciones (“Sobre la transparencia en la Ad-
ministración pública”, Revista de Estudios Locales, n. 103, 2007, pp. 29 y ss.).
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oportunidad, la eficacia y la eficiencia en la gestión de los recursos públi-
cos por parte de las distintas Administraciones3. 

Además, con el fin de garantizar a los ciudadanos el derecho a una 
buena administración, en la Ley 4/2006 se incluye un código de buenas 
prácticas administrativas para que los profesionales al servicio de la Ad-
ministración Autonómica tengan un referente claro en cuanto a princi-
pios éticos y de conducta a seguir en sus actuaciones. 

Hay que señalar que esta Ley 4/2006 ha sido desarrollada, parcial-
mente, por el Decreto 235/2008, de 18 de septiembre, por el que se 
regula el Sistema de Calidad de Gestión de la Xunta de Galicia, que se 
centra, esencialmente, en la articulación de las previsiones contenidas en 
los artículos 6, 7 y 8.1 de la citada Ley.

Dados el interés y la actualidad de la regulación contenida en la Ley 
4/2006 (vistos los reiterados supuestos de malas prácticas o corrupción 
administrativa que se han sucedido en los últimos años) y teniendo en 
cuenta la ausencia de un adecuado análisis doctrinal de la misma, es 
necesario, en el marco de un proyecto de investigación sobre la mo-
dernización de las Administraciones Públicas, llevar a cabo un estudio 
exhaustivo de ella. Este examen ha de tener como finalidad, en primer 
lugar, determinar el alcance y efectos de los diferentes mandatos conte-
nidos en la misma y, en segundo lugar, clarificar su grado de aplicación 
actualmente, teniendo en cuenta que, con posterioridad a su aprobación 
(hace ya casi cuatro años) se han publicado otras normas que, directa o 
indirectamente, afectan a las prescripciones contenidas en ella.

3	 La necesidad de fomentar la transparencia de la Administración Pública es común a 
todos los países europeos. Por ejemplo, en Francia Jean Marie Auby, ya en los años 
ochenta, criticaba el secretismo que caracterizaba a la Administración francesa en sus 
actuaciones (“Hacia la «transparencia» de la Administración en Francia”, Revista de 
Administración Pública, n. 95, 1981, pp. 315-322).

	 La doctrina italiana ha mostrado también una gran preocupación por este tema, así 
se puede ver en Franceso Merloni (dir.), La trasparenza amministrativa, Milano, 
Giuffrè, 2008; Benedetto Ponti (dir.), Il regime dei dati pubblici, Maggioli Editore, 
Santarcangelo di Romagna, 2008 y Enrico Carloni, “La “casa di vetro” e le riforme. 
Modelli e paradossi della trasparenza amministrativa”, Diritto Pubblico, septiem-
bre-diciembre 2009, pp. 779-812.
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En cuanto a la metodología utilizada para llevar a cabo el presente 
estudio, hay que señalar que se han empleado: en primer lugar, el méto-
do exegético, dado que el punto de partida del mismo ha sido el examen 
literal de los distintos preceptos de los citados textos normativos con el 
fin de conocer su contenido y alcance; en segundo lugar, el método sis-
temático, ya que el resultado obtenido con el examen de la letra de cada 
artículo, se ha confrontado con los demás preceptos de la norma y con 
el Ordenamiento jurídico en el que ésta se integra con el fin de determi-
nar si alguno de ellos ha sido complementado, superado o desplazado 
por una norma posterior; en tercer lugar, el método teleológico, para 
garantizar que el fin deducido de la interpretación de cada precepto, 
de acuerdo con los métodos anteriores, respeta el fin perseguido por la 
norma y por el Ordenamiento jurídico en su conjunto; en cuarto lugar, 
el método crítico-comparado, es decir, se ha confrontado la interpreta-
ción resultante de los anteriores procesos con las previsiones contenidas 
en los Ordenamientos de otras Comunidades Autónomas; y, en quinto 
lugar, el método dogmático, examinando las escasas aportaciones doc-
trinales en esta materia con el fin de completar el análisis de la normativa 
antedicha.

Por último, en relación con el esquema seguido para abordar este 
estudio en los términos antes expuestos, hay que señalar que el mismo 
se articula en tres grandes apartados. El primero de ellos se titula «La 
transparencia en la actuación de la Administración Pública Gallega» y 
tiene por objeto el estudio del ámbito de aplicación de la citada Ley 
4/2006, de los principios generales que rigen en materia de transparencia 
administrativa y de la articulación del principio de transparencia en la 
actuación de las Administraciones Públicas de la Comunidad Autónoma 
de Galicia, es decir, de las medidas adoptadas en la Ley para su impulso. 
El segundo apartado, titulado «El Código de Buenas Prácticas Admi-
nistrativas en la Administración Autonómica gallega», se centra en el 
análisis del ámbito subjetivo de dicho Código de Buenas Prácticas, de 
los requisitos del proceso de nombramiento de algunos Altos Cargos de 
la Administración Autonómica, de los principios de actuación que han 
de regir su actividad, y del régimen de publicidad de sus actividades, re-
tribuciones y bienes. Por último, el tercer apartado, titulado «La calidad 
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en la Administración Autonómica Gallega», tiene por objeto el estudio 
de los elementos y características del Sistema de Calidad de Gestión de 
la Xunta de Galicia.

2. La transparencia en la actuación de la Administración Pública gallega

2.1. El ámbito de aplicación de la Ley 4/2006, de 30 de junio, de 
transparencia y buenas prácticas de la Administración Pública gallega

Respecto de las previsiones sobre transparencia administrativa con-
tenidas en la Ley 4/2006, hay que señalar que el artículo 1 de la misma 
establece dos tipos de sumisión por parte de los sujetos que desarrollan 
actividades de naturaleza pública en el ámbito de la Comunidad Autó-
noma de Galicia: total y limitada4.

Así, en primer lugar, de acuerdo con el citado artículo 1, han de suje-
tarse totalmente a dichas previsiones: a) La Administración de la Comu-
nidad Autónoma de Galicia; b) Los Organismos Autónomos, Sociedades 
Públicas, Fundaciones del Sector Público Autonómico y demás Entida-
des de Derecho Público vinculadas o dependientes de la Comunidad 
Autónoma de Galicia; c) Los órganos con dotación diferenciada en los 
presupuestos de la Comunidad Autónoma de Galicia que, careciendo de 
personalidad jurídica, no estén formalmente integrados en la Adminis-
tración de la Comunidad Autónoma5, y d) Los Entes y Empresas parti-
cipadas mayoritariamente por la Xunta de Galicia a que hace referencia 
la Ley 10/1996, de 5 de noviembre, de actuación de entes y empresas 
participadas en las que tiene participación mayoritaria la Xunta de Ga-
licia en materia de personal y contratación6.

4	 Sobre la necesidad de una normativa de contenido similar al de la Ley 4/2006 aplica-
ble a los Entes locales vid. María Bueyo Díez Jalón, “La gobernanza local: hacia la 
transparencia y participación ciudadana en el funcionamiento de las Administracio-
nes locales”, Revista General de Derecho Administrativo, n. 21, 2009.

5	 Hay que señalar, no obstante, que a estos órganos, como se explicará, no les es apli-
cable lo dispuesto en el artículo 11.3 de la Ley, tras la modificación del mismo por la 
Ley 15/2010, de 28 de diciembre.

6	 El artículo 1 de esta Ley establece: «En los términos regulados en los artículos si-
guientes, habrán de ajustar su actuación en materia de personal y contratación a los 
principios básicos que regulan la función pública y contratación de las Administra-
ciones Públicas:
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En segundo lugar, de conformidad con lo establecido en el artículo 
1.2, se hallan sujetos de forma limitada a las previsiones de dicha Ley 
los concesionarios de servicios públicos de la Comunidad Autónoma de 
Galicia. En definitiva, a éstos, les resulta de aplicación, exclusivamente, 
lo dispuesto en el artículo 12. 

2.2. Los principios generales en materia de transparencia administra-
tiva

Las Entidades que, de acuerdo con lo dicho antes, han de sujetarse to-
talmente a las previsiones sobre transparencia administrativa contenidas 
en la Ley 4/2006 y el personal a su servicio, están obligadas a respetar y 
perseguir en el desarrollo de sus respectivas actividades una serie de prin-
cipios enumerados en dicha Ley. Estos principios pueden ser clasificados, 
dependiendo de su ámbito de aplicación, en principios ad intra y ad 
extra. Así, por una parte, son principios ad intra aquellos que informan 
el funcionamiento interno de las entidades sujetas a la Ley 4/2006. Estos 
principios son los siguientes:

a) Procurar la satisfacción del interés general en la toma de decisio-
nes.

b) Garantizar la transparencia, la eficacia y la eficiencia en la organi-
zación y en la gestión pública.

c) Proporcionar y difundir información constante, veraz, objetiva y 
clara sobre la actuación del Sector Público Autonómico.

d) Impulsar el empleo de las técnicas informáticas y telemáticas para 
el desarrollo de su actividad y el ejercicio de sus competencias.

	 a) Las entidades de derecho público vinculadas a la Administración de la Comunidad 
Autónoma o dependientes de la misma.

	 b) Las fundaciones constituidas mayoritariamente o en su totalidad por aportaciones 
de la Administración de la Comunidad Autónoma de Galicia, por sus organismos 
autónomos o entidades de derecho público vinculadas o dependientes o cuyos ingre-
sos provengan mayoritariamente de subvenciones con cargo a los presupuestos de la 
Comunidad Autónoma, siempre que en este último caso la Comunidad Autónoma 
forme parte de sus órganos de gobierno o dirección.

	 c) Las sociedades mercantiles en cuyo capital exista participación mayoritaria, direc-
ta o indirecta, de la Administración de la Comunidad Autónoma, de sus organismos 
autónomos y de las demás entidades de derecho público».
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Por otra parte, son principios ad extra aquellos que deben presidir las 
relaciones entre la entidad de que se trate y terceras personas. A su vez 
éstos pueden ser objeto de una nueva clasificación realizada en función 
de su objeto, de acuerdo con la que habría que distinguir entre los prin-
cipios ad extra garantistas y los principios ad extra participativos. 

De un lado, los principios ad extra garantistas son aquellos que tie-
nen como objeto garantizar el respeto de determinados derechos o hacer 
efectivos determinados principios. En esta subclasificación se enmarcan 
los siguientes principios:

a) Hacer efectivos los principios de racionalidad, claridad y confianza 
legítima en la relación de la Administración con los ciudadanos.

b) Garantizar en sus relaciones con la ciudadanía el principio de no 
discriminación por razón de género, raza, religión o creencia, ideolo-
gía, capacidad física o psicológica, o cualesquiera otras circunstancias 
de índole personal o social. Especialmente, las citadas Entidades han de 
perseguir la eliminación absoluta de cualquier discriminación, directa o 
indirecta.

c) Prestar especial atención a las necesidades de las personas discapa-
citadas, adoptando las medidas necesarias para facilitar su acceso a la 
información y sus relaciones con la Administración.

d) Promover el uso normal del gallego, oralmente o por escrito, en las 
relaciones con la ciudadanía, sin perjuicio del derecho a la no discrimi-
nación por razón de la lengua.

De otro lado, los principios ad extra participativos son aquellos que 
tienen por objeto, como su propio nombre indica, fomentar la partici-
pación ciudadana en los asuntos públicos. Así, son principios ad extra 
participativos:

a) Potenciar su accesibilidad y receptividad al objeto de facilitar el co-
nocimiento por parte de la ciudadanía de las informaciones y gestiones 
que resulten de su interés.

b) Fomentar y favorecer la participación de la ciudadanía en los asun-
tos públicos y en el diseño y mejora de los servicios públicos, en particu-
lar, estas entidades han de fomentar la participación equilibrada de las 
mujeres y los hombres en los asuntos públicos.
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c) Mantener un diálogo abierto, transparente y regular con las aso-
ciaciones representativas de los diferentes colectivos de ciudadanos y con 
la sociedad civil.

2.3. La articulación del principio de transparencia en la Ley 4/2006, 
de 30 de junio, de transparencia y buenas prácticas en la actuación de la 
Administración Pública gallega

2.3.1. El impulso de la Administración Electrónica Autonómica
Para lograr la transparencia en la actividad administrativa, el Legisla-

dor gallego compele a la Administración Autonómica al uso de los me-
dios electrónicos, informáticos y telemáticos. En este sentido, el artículo 
8.1 de la Ley 4/2006 establece que la Administración de la Comunidad 
Autónoma de Galicia impulsará el empleo y la aplicación de las técnicas 
y medios electrónicos y telemáticos para la realización de su actividad y 
el ejercicio de sus competencias, con las limitaciones que, para la utiliza-
ción de estos medios establecen la Constitución y las Leyes. En concreto, 
por un lado, el apartado segundo de este precepto exige que la tramita-
ción de los procedimientos administrativos se apoye en la utilización de 
medios electrónicos, informáticos y telemáticos, respetando las garantías 
y cumpliendo los requisitos previstos para cada caso en el Ordenamiento 
jurídico y, por otro lado, el apartado cuarto obliga a la Administración 
de la Comunidad Autónoma de Galicia a mantener un registro telemá-
tico en el cual las personas puedan presentar sus solicitudes, escritos y 
comunicaciones dirigidos a la misma, a sus Organismos Autónomos y 
a los demás Entes Públicos Autonómicos que tramiten procedimientos 
administrativos.

En cualquier caso, la Ley 4/2006, por evidentes razones de eficiencia 
en la asignación de los recursos públicos, señala que la inmersión de la 
Administración Autonómica gallega en el mundo de la Administración 
electrónica ha de ser ordenada, desde el punto de vista de la coherencia 
y compatibilidad de medios y sistemas y de la uniformidad de actuación. 
Por ello, el apartado 3 del citado artículo 8 establece que la introducción 
de medios informáticos y telemáticos en la gestión administrativa ha 
de estar presidida por los principios de eficiencia y racionalidad de las 
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inversiones realizadas y deberá ajustarse a los criterios establecidos, en 
su caso, por la Consellería competente en materia de tecnologías de la 
información en la Administración Pública.

Hoy en día, estas previsiones, innovadoras en su momento, han sido 
superadas por lo dispuesto en la Ley 11/2007, de 2 de junio, de acceso 
electrónico de los ciudadanos a los servicios públicos, aplicable a la Ad-
ministración de la Comunidad Autónoma de Galicia, en particular, en lo 
que se refiere a publicaciones electrónicas. No obstante, hay que advertir 
que el ámbito de aplicación de esta Ley es más reducido que el de la 
Ley de transparencia gallega, ya que, de acuerdo con lo dispuesto en su 
artículo 2.2, no es de aplicación a las Administraciones Públicas en las 
actividades que desarrollen en régimen de Derecho privado. 

En esta Ley se reconoce el derecho de los ciudadanos a relacionarse 
con las Administraciones Públicas por medios electrónicos y se regulan 
los aspectos básicos de la utilización de las tecnologías de la información 
en la actividad administrativa, tanto en las relaciones entre las Admi-
nistraciones Públicas como en las relaciones de los ciudadanos con las 
mismas. Así, no se trata de una mera declaración de intenciones sino que 
se regulan de forma expresa los distintos aspectos relativos a la tramita-
ción de un procedimiento administrativo de forma electrónica —inicia-
ción del procedimiento, sede electrónica, identificación y autenticación, 
representación de los ciudadanos, registros electrónicos, notificaciones, 
archivo de documentos, acceso a la información, terminación del proce-
dimiento, etc.—, si bien, en algunos casos, se da a las Administraciones 
Autonómicas un margen de libertad para la configuración de algunos de 
ellos.

2.3.2. El derecho de los particulares a la obtención de una informa-
ción clara, completa y comprensible en sus relaciones con la Administra-
ción de la Comunidad Autónoma de Galicia

De acuerdo con el artículo 4 de la Ley 4/2006, los particulares tienen 
derecho a solicitar y obtener información, en forma clara y comprensible 
—teniendo en cuenta cualquier tipo de discapacidad física o psíquica 
que puedan padecer— tanto de carácter general como de carácter par-
ticular, sobre todos aquellos aspectos de la actividad administrativa que 
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puedan afectar a sus derechos e intereses legítimos. En particular, los 
Entes sujetos a la Ley 4/2006 han de proporcionar, en cada caso, una 
adecuada información sobre los derechos ejercitables y sobre los recur-
sos pertinentes. 

Una vez expuesto el contenido general de este derecho, hay que hacer 
referencia a sus manifestaciones específicas, reguladas en el artículo 5 de 
la Ley 4/2006: el derecho a conocer la identidad de los agentes actuantes 
y el derecho a la obtención de información adicional.

Por una parte, en relación con el derecho a conocer la identidad del 
funcionario actuante, el antedicho precepto dispone que en la notifica-
ción de las resoluciones y acuerdos administrativos, incluso en aquellas 
referidas a actos de trámite, se indicará siempre el funcionario público 
o autoridad que los dictó, con expresión de su nombre y del cargo que 
ostenta. 

Por otra parte, en relación con el derecho a la obtención de informa-
ción adicional sobre toda resolución o acuerdo administrativo que le sea 
notificado, el citado artículo, para garantizar la efectividad de este dere-
cho, dispone: en primer lugar, que en la notificación de las resoluciones y 
acuerdos administrativos, incluso en aquellas referidas a actos de trámi-
te, se hará constar la dirección postal, el teléfono y la dirección de correo 
electrónico a la que la persona interesada podrá dirigir sus solicitudes de 
información adicional en relación con el acto notificado. Las solicitudes 
que se realicen al amparo de este derecho serán contestadas por el me-
dio solicitado por la persona interesada en el procedimiento. De acuer-
do con la Ley 4/2006, las contestaciones a dichas solicitudes tendrán 
carácter meramente informativo para el solicitante, sin que puedan ser 
invocadas a efectos de interrupción o suspensión de plazos, caducidad o 
prescripción. En segundo lugar, obliga a que la Administración Autonó-
mica adopte las medidas pertinentes para que en los procedimientos que 
se tramiten en soporte informático los interesados puedan conocer su 
estado de tramitación por conducto telemático o informático. Con este 
fin, se obliga a que la Administración facilite una contraseña personal 
que permita a los ciudadanos su identificación como interesados en los 
diferentes procedimientos.
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Por lo que respecta al modo en que los particulares pueden acceder a 
la antedicha información, hay que señalar que la Ley permite, por una 
parte, que, además de ante el concreto Ente que debe proporcionarla, la 
información de que se trate pueda ser recabada en las oficinas de aten-
ción al ciudadano que se establezcan, y, por otra parte, que la solicitud 
de dicha información se lleve a cabo presencialmente, por escrito o bien 
por cualquier medio electrónico, informático o telemático que permita 
su debida constancia. 

Finalmente, en aras a garantizar la efectividad de este derecho a la 
información, la Ley 4/2006 impone dos obligaciones a los Entes a ella 
sujetos: en primer lugar, cada uno de dichos Entes ha de elaborar y pu-
blicar un instrumento de información general sobre su estructura orgá-
nica y funcional, los servicios públicos que presta y la ubicación de sus 
unidades administrativas. En especial, este instrumento habrá de detallar 
cuál es el procedimiento que los interesados han de seguir para presentar 
solicitudes o realizar cualquier tipo de actuación ante los mismos. En 
segundo lugar, cada Consellería o unidad administrativa con actuación 
de relevancia externa, así como todo Organismo o Ente del sector públi-
co autonómico de las mismas características, dispondrá de una página 
web, a través de la cual se podrá acceder a la información general antes 
mencionada y a la necesaria sobre la tramitación de los distintos pro-
cedimientos administrativos de su competencia. Sobre esta cuestión ha 
incidido la citada Ley 11/2007, de 22 de junio, en cuyo artículo 37 se 
establece que en aquellos procedimientos administrativos gestionados en 
su totalidad electrónicamente, el órgano que tramita el procedimiento ha 
de poner a disposición del interesado un servicio electrónico de acceso 
restringido donde éste pueda consultar, previa identificación, al menos 
la información sobre el estado de tramitación del procedimiento, salvo 
que la normativa aplicable establezca restricciones a dicha información7. 
Asimismo, añade que en el resto de los procedimientos se deben habilitar 
servicios electrónicos de información del estado de la tramitación que 

7	 La información sobre el estado del procedimiento comprenderá la relación de los 
actos de trámite realizados, con indicación sobre su contenido, así como la fecha en 
que fueron dictados.
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comprendan, al menos, la fase en la que se encuentra el procedimiento y 
el órgano o unidad responsable.

Este derecho a la información constituye la superación del ya consa-
grado derecho de acceso a los documentos administrativos. Así, el acceso 
a la información comprende no sólo el acceso a los archivos y registros 
a que se refiere el artículo 37 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de 
Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento 
Administrativo Común, sino que va más allá, en la medida en que permi-
te a los particulares obtener de las Administraciones Públicas informa-
ciones no formalizadas en documentos y por tanto no archivadas. 

2.3.3. Las medidas que se insertan en la regulación de los diferentes 
instrumentos y actividades de la Administración Pública Autonómica 
para impulsar la transparencia de la misma

2.3.3.1. Las medidas para impulsar la transparencia en el ámbito de 
la actividad planificadora

De conformidad con el Ordenamiento vigente, es competencia del 
Consello de la Xunta de Galicia fijar los objetivos de interés público 
gallego a alcanzar por la Administración General de la Comunidad Au-
tónoma y los plazos en los cuales éstos deben ser realizados. 

Una vez fijados ambos, el artículo 7 de la Ley 4/2006 impone a la 
Administración General de la Comunidad Autónoma la obligación de 
formalizar el diseño de las actuaciones que pretende llevar a cabo para 
alcanzar dichos objetivos, para lo que le exige la aprobación de progra-
mas anuales y plurianuales de actuación.

Con el establecimiento de la obligación de aprobar estos programas 
se persigue un doble fin: por una parte, informar a la ciudadanía de cuá-
les son las actuaciones que se pretenden realizar para llevar a cabo cada 
uno de los objetivos de interés general que ha individuado el Consello de 
la Xunta; y, por otra parte, posibilitar que los particulares intervengan 
en la elaboración de dichos instrumentos de planificación; en este senti-
do, el propio artículo 7.2 ordena a la Administración de la Comunidad 
Autónoma que, por vía reglamentaria, articule y promueva las fórmulas 
adecuadas para que los ciudadanos, individualmente o por medio de las 
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organizaciones y asociaciones reconocidas por la Ley, puedan participar 
en el diseño y elaboración de los citados programas. En este sentido, 
para fomentar la información y participación ciudadana, el apartado 4 
de este mismo precepto, señala que la página web correspondiente con-
tendrá la información sobre los programas, sus objetivos y las formas de 
participación en la elaboración de los mismos.

En cuanto al contenido de estos programas anuales o plurianuales, 
hay que señalar que, de acuerdo con el citado artículo, en ellos se han 
de concretar, en primer lugar, los objetivos fijados por el Consello de la 
Xunta; en segundo lugar, las actividades y medios necesarios para ejecu-
tarlos; en tercer lugar, las personas o los órganos responsables de la eje-
cución de los mismos; y, por último, en cuarto lugar, el tiempo estimado 
para su consecución.

Finalmente, en cuanto al control de la observancia de los planes, hay 
que decir que el apartado tercero de este artículo 7 establece que el grado 
de cumplimiento de los objetivos fijados en los programas anuales o plu-
rianuales será evaluado periódicamente por los órganos competentes en 
el ámbito de la Administración General de la Comunidad Autónoma.

2.3.3.2. Las medidas para impulsar la transparencia en el ámbito de 
la actividad normativa

El artículo 9 de la Ley 4/2006 diseña un novedoso procedimiento de 
participación de los ciudadanos en el proceso de elaboración de las dis-
posiciones administrativas de carácter general. 

En cuanto a los fines perseguidos con esta medida, hay que poner de 
manifiesto que este sistema nace con la voluntad de ser un plus partici-
pativo en esta materia y, en ningún caso, con la de sustituir al trámite de 
audiencia pública, en los supuestos en los que sea preceptivo de acuerdo 
con la normativa de aplicación, de conformidad con lo señalado en el 
apartado tercero del citado precepto.

La mecánica de este procedimiento es la siguiente: en primer lugar, 
como presupuesto necesario para poder hacer posible la participación de 
los ciudadanos en el procedimiento de elaboración de las normas regla-
mentarias se debe, de acuerdo con lo establecido en el artículo 9.1 de la 
Ley 4/2006, proceder a la publicación en la página web de la Consellería 
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de que se trate de la relación circunstanciada y motivada de los procedi-
mientos de elaboración de disposiciones administrativas de carácter ge-
neral que estén en curso, indicando su objeto y estado de tramitación, así 
como la posibilidad que tienen las personas de remitir sugerencias y la 
forma de hacerlo; en segundo lugar, sobre la base de dicha información, 
los ciudadanos podrán proceder a remitir sugerencias relativas a aquellos 
proyectos que les afecten, individualmente o por medio de asociaciones 
que los agrupen o representen y en cualquier momento anterior al trámi-
te de audiencia o, en su caso, al informe final de la Secretaría General. 

Hay que subrayar que, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 9.2 
de la Ley 4/2006, la presentación de propuestas en uso del derecho que 
reconoce este artículo no atribuye, por sí misma, la condición de persona 
interesada en el procedimiento de que se trate.

Estas proposiciones, sugerencias o recomendaciones recibidas por la 
Administración Autonómica serán tenidas en cuenta por el órgano en-
cargado de la redacción del texto del proyecto, que podrá asumirlas o 
rechazarlas a través de un informe final en el cual recibirán una respues-
ta razonada que podrá ser común para todas aquellas sugerencias que 
planteen cuestiones sustancialmente iguales.

2.3.3.3. Las medidas para impulsar la transparencia en el ámbito de 
la actividad convencional

2.3.3.3.1. Las medidas para impulsar la transparencia en el ámbito de 
los convenios administrativos.

Las medidas contempladas en la Ley 4/2006 para impulsar la trans-
parencia en el ámbito de los convenios administrativos se refieren, esen-
cialmente, a tres extremos: la necesidad de autorización de determinados 
convenios, la justificación de la suscripción de ciertos convenios y la 
publicidad de aquellos que se hayan suscrito.

El artículo 11 de la Ley 4/2006, modificado por la Disposición Final 
Quinta de la Ley 15/2010, de 28 de diciembre, pretende garantizar el 
correcto uso de la técnica convencional por la Administración Autonó-
mica, para ello los convenios de colaboración que se subscriban por los 
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sujetos determinados en el artículo 1º, letras a), b) y d) de esta norma8, 
necesitarán la autorización previa del Consello de la Xunta cuando im-
pliquen la asunción de obligaciones de contenido económico por impor-
te superior a 150.000 euros o cuando dichas obligaciones, aunque no 
superen la citada cifra, tengan carácter plurianual9. 

En cuanto a la justificación de la suscripción de ciertos convenios, se 
exige que cuando cualquiera de los Entes sujetos a la Ley 4/2006, preten-
da celebrar un convenio de colaboración con un Ente privado justifique 
en el expediente administrativo la utilización de la figura del convenio 

8	 Estos sujetos son: la Administración de la Comunidad Autónoma de Galicia (letra 
a); los Organismos Autónomos, Sociedades Públicas, Fundaciones del Sector Público 
Autonómico y demás Entidades de Derecho Público vinculadas o dependientes de 
la Comunidad Autónoma de Galicia (letra b) y los Entes y Empresas participadas 
mayoritariamente por la Xunta de Galicia a que hace referencia la Ley 10/1996, de 5 
de noviembre, de actuación de entes y empresas participadas en las que tiene partici-
pación mayoritaria la Xunta de Galicia en materia de personal y contratación (letra 
d).

	 Quedan, pues, excluidos, tras la modificación de este precepto operada por la citada 
Ley 15/2010, los órganos con dotación diferenciada en los presupuestos de la Co-
munidad Autónoma de Galicia que, careciendo de personalidad jurídica, no estén 
formalmente integrados en la Administración de la Comunidad Autónoma (letra c).

9	 En un primer momento, se aplicaba en esta materia el acuerdo del Consello de la 
Xunta de Galicia de 27 de marzo de 1991, el cual establecía que la suscripción, mo-
dificación y prórroga de todos los convenios de cooperación con otras Administra-
ciones, Entes de Derecho Público, así como todos los convenios de colaboración con 
particulares que otorguen las Consellerías de la Xunta de Galicia, los Organismos 
Autónomos o Entes de Derecho Público de la Administración Autonómica deberán 
ser autorizados con carácter previo por acuerdo del Consello de la Xunta en los si-
guientes casos:

	 – Los que contengan alguna obligación de gasto de carácter plurianual.
	 – Los que, no estando en el caso anterior, contengan alguna obligación de gasto en el 

ejercicio vigente por importe superior a 25.000.000 de ptas.
	 En una segunda fase, el artículo 11 de la Ley 4/2006, en su redacción original estable-

ció que «los convenios de colaboración plurianuales y los que impliquen la asunción 
de obligaciones económicas para la Hacienda autonómica por importe superior a 
150.000 € requerirán la autorización previa del Consello de la Xunta de Galicia».

	 Posteriormente, dicho precepto fue modificado por la Disposición Final Primera de 
la Ley 9/2009, de 23 de diciembre, que sometió a autorización previa del Consello 
de la Xunta de Galicia la firma de los convenios de colaboración plurianuales que 
implicasen la asunción de obligaciones económicas para la Hacienda autonómica y 
aquellos en los que estas obligaciones fuesen superiores a 150.000 euros.
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de colaboración prevista en el artículo 4.1 d) de la Ley 30/2007, de 30 
de octubre, de Contratos del Sector Público, señalando las razones que, 
en ese concreto supuesto, impiden la concurrencia de la oferta y, en con-
secuencia, excluyen la posibilidad de celebrar un contrato administrati-
vo10.

Por último, con el fin de garantizar el correcto uso de la técnica con-
vencional por la Administración autonómica, el artículo 11 de la Ley 
4/2006 articula tres sistemas de publicidad de los convenios suscritos 
por la Xunta de Galicia: el Registro, la publicación en internet y la pu-
blicación en el Diario Oficial de Galicia. 

Respecto del Registro, el párrafo cuarto del citado artículo 11, dispo-
ne que el órgano superior competente en materia de registro de convenios 
ha de mantener un Registro Central en el cual deben figurar todos los 
convenios de colaboración suscritos por la Administración Autonómica. 
Este Registro Central podrá contar con secciones —cuya creación debe-
rá ser acordada por el Consello de la Xunta de Galicia— en cada una de 
las Consellerías competentes por razón de la materia, para aquellos con-
venios que, por sus características especiales o por sus contenidos, así lo 
aconsejen. En todo caso, el Registro Central ha de estar coordinado con 
las antedichas secciones, las cuales tendrán que comunicarle cualquier 
inscripción o asiento que realicen11.

En materia de difusión por Internet, el párrafo primero del artículo 
11 de la Ley 4/2006 establece que cada Consellería o Entidad publicará, 
en su página web, dentro de los primeros veinte días de los meses de 
enero, mayo y septiembre de cada año, una relación de los convenios 
suscritos en el cuatrimestre anterior. 

En dicha relación y respecto de cada convenio, se contendrá la si-
guiente información: la identificación de las partes, el objeto, el importe 

10	 Este precepto dispone: «Están excluidos del ámbito de la presente Ley los siguientes 
negocios y relaciones jurídicas: d) Los convenios que, con arreglo a las normas espe-
cíficas que los regulan, celebre la Administración con personas físicas o jurídicas su-
jetas al derecho privado, siempre que su objeto no esté comprendido en los contratos 
regulados en esta Ley o en normas administrativas especiales».

11	 Este Registro, creado en el año 2002, se regula actualmente por el Decreto 126/2006, 
de 20 julio.
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de las obligaciones económicas para la Hacienda Autonómica que, even-
tualmente, se deriven del convenio para la misma y, en el caso de los con-
venios con particulares, la motivación a la que antes se hizo referencia.

Esta información, de acuerdo con la Ley 4/2006, ha de mantenerse 
disponible en Internet durante el ejercicio presupuestario en curso y du-
rante el ejercicio inmediatamente siguiente.

Finalmente, por lo que se refiere a la publicación oficial, el artículo 
11.1 de la Ley 4/2006 dispone que cada Consellería o Entidad remitirá al 
Diario Oficial de Galicia, dentro de los primeros veinte días de los meses 
de enero, mayo y septiembre de cada año, una relación de los convenios 
de colaboración suscritos en el cuatrimestre anterior.

Esta relación incluirá la misma información respecto de cada con-
venio a la que se ha hecho referencia para el caso de la publicación en 
Internet: la identificación de las partes, el objeto, el importe de las obli-
gaciones económicas para la Hacienda Autonómica que, eventualmente, 
se deriven del convenio para la misma y, en el caso de los convenios con 
los particulares, la motivación a la que antes se hizo referencia.

2.3.3.3.2. Las medidas para impulsar la transparencia en el ámbito de 
los contratos públicos.

En materia de contratos públicos, el artículo 10 de la Ley 4/2006 fija 
los principios que los órganos de contratación deben seguir en la contra-
tación pública, establece la ponderación mínima del precio como criterio 
de adjudicación, y, finalmente, regula la publicidad complementaria de 
los contratos públicos.

2.3.3.3.2.1. Los principios en materia de contratación.
Los órganos de contratación de las Entidades sujetas a la misma están 

obligados, de acuerdo con el artículo 10.1 de la Ley 4/2006, a dar a todos 
los operadores económicos un tratamiento igualitario y no discriminato-
rio y a actuar con transparencia en el ejercicio de sus competencias.

Estos principios tienen ahora carácter básico, ya que han sido in-
corporados a la citada Ley 30/2007, de 30 de octubre, de Contratos 
del Sector Público, en cuyo artículo 123 se dispone que los órganos de 
contratación han de dar a los licitadores y candidatos un tratamiento 
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igualitario y no discriminatorio, ajustando su actuación al principio de 
transparencia12.

2.3.3.3.2.2. La ponderación del precio como criterio de adjudica-
ción.

El artículo 10.5 de la Ley 4/2006 establece que, como regla general, 
en los contratos adjudicados por concurso, la ponderación del precio 
como criterio de adjudicación del contrato no será inferior al 40% de la 
puntuación máxima que pueda atribuirse a las ofertas. No obstante, este 
precepto permite que el órgano de contratación mediante resolución mo-
tivada pueda excepcionar esta regla cuando la relación entre la calidad 
y el precio así lo exija.

Hoy en día, esta prescripción puede considerarse aplicable, en la me-
dida en que es compatible con la regulación contenida en la Ley 30/2007. 
En particular, con lo establecido en el artículo 134 sobre criterios de va-
loración de las ofertas.

2.3.3.3.2.3. Las normas de publicidad complementaria: anuncios de 
licitación, de adjudicación y de cesión y subcontratación.

En este apartado se analizarán las disposiciones de la ley 4/2006 en 
las que se establecen normas de publicidad complementaria en materia 
de contratación pública. En concreto, en dicha norma se prevé un incre-
mento de la publicidad de los anuncios de licitación, de la adjudicación 
del contrato y en los supuestos de cesión y subcontratación.

En relación con los anuncios de licitación, hay que decir que el órga-
no de contratación en los procedimientos en los que, de acuerdo con la 
normativa de contratos públicos vigente, sea preceptiva la publicación de 
anuncios de licitación, ha de publicar con carácter complementario, de 
conformidad con lo establecido en el artículo 10.2 de la Ley 4/2006, un 
anuncio en su página web, en el cual debe indicar: el objeto del contrato, 

12	 Asimismo, esta norma se refiere a los citados principios en el artículo 175, relativo 
a la adjudicación de contratos por poderes adjudicadores que no tengan la conside-
ración de Administración Pública y que no estén sujetos a regulación armonizada, y, 
en el artículo 176, relativo al régimen de adjudicación de contratos por otros entes, 
organismos y entidades del sector público.
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su precio, la referencia del Diario Oficial en que se publicó el anuncio, 
la fecha de finalización del plazo de recepción de ofertas o solicitudes de 
participación y el lugar donde éstas habrán de ser presentadas, así como 
los pliegos de cláusulas administrativas y prescripciones técnicas. Esta 
publicación será facultativa para los órganos de contratación en el caso 
de aquellos contratos públicos que no estén sometidos por la normativa 
de aplicación a publicidad obligatoria. 

Es posible considerar que esta regulación ha sido superada por la 
disciplina prevista en el artículo 42 de la Ley 30/2007, de 30 de octubre, 
de Contratos del Sector Público. El apartado primero de este precepto 
establece que con el fin de asegurar la transparencia y el acceso público 
a la información relativa a su actividad contractual, y sin perjuicio de 
la utilización de otros medios de publicidad en los casos exigidos por la 
citada Ley o por las normas autonómicas que la desarrollen o en los que 
así se decida voluntariamente, los órganos de contratación difundirán, a 
través de Internet, su perfil de contratante13.

En relación con el anuncio de la adjudicación del contrato, hay que 
señalar que, según el artículo 10.3 de la Ley 4/2006, cada órgano de con-
tratación ha de publicar en su página web la siguiente información: a) 
Los licitadores; b) Los criterios de selección y su valoración; c) El cuadro 
comparativo de las ofertas económicas; d) La puntuación obtenida por 
cada oferta, detallando la otorgada para cada uno de los criterios de va-
loración; e) El resumen de la motivación de la valoración obtenida; f) El 
adjudicatario; g) En su caso, las modificaciones del contrato adjudicado 
que supongan un incremento igual o superior al 20% del precio inicial 
del contrato, cuando éste sea superior a 1.000.000 €. 

13	 El apartado segundo de este artículo 42 precisa que: «El perfil del contratante podrá 
incluir cualesquiera datos e informaciones referentes a la actividad contractual del 
órgano de contratación, tales como los anuncios de información previa contempla-
dos en el artículo 125, las licitaciones abiertas o en curso y la documentación relativa 
a las mismas, las contrataciones programadas, los contratos adjudicados, los proce-
dimientos anulados, y cualquier otra información útil de tipo general, como puntos 
de contacto y medios de comunicación que pueden utilizarse para relacionarse con el 
órgano de contratación. En todo caso deberá publicarse en el perfil del contratante la 
adjudicación provisional de los contratos».
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No obstante, este mismo precepto establece varias excepciones a la 
obligación de publicar en Internet los resultados de la adjudicación de 
los contratos públicos. Dichas excepciones son: en primer lugar, que no 
procederá, en ningún caso, la divulgación de aquellas informaciones que 
los operadores económicos hayan designado como confidenciales a la 
hora de facilitarlas. Dentro de estas informaciones confidenciales la Ley 
incluye expresamente los secretos técnicos o comerciales. En segundo 
lugar, que queda en manos del órgano de contratación la decisión de no 
publicar una determinada información relativa a la adjudicación de un 
contrato cuando su divulgación: a) constituya un obstáculo para aplicar 
la legislación; b) sea contraria al interés público; c) perjudique los in-
tereses comerciales legítimos de los operadores económicos públicos o 
privados; o d) pueda perjudicar la competencia leal entre los operadores 
económicos públicos o privados.

La decisión de no publicar una determinada adjudicación deberá ser 
adoptada de forma motivada por el órgano de contratación correspon-
diente, haciendo referencia a cuál de las anteriores circunstancias justifi-
ca dicha actuación.

Hay que destacar que las previsiones contenidas en la Ley 30/2007, 
de 30 de octubre, de Contratos del Sector Público, sobre publicidad de 
las adjudicaciones provisionales y definitivas no son tan detalladas como 
las contenidas en la Ley de transparencia gallega14. 

Finalmente, por lo que respecta a la publicidad complementaria, el 
artículo 10.4 de la Ley 4/2006 dispone que, cuando se proceda a la ce-
sión de un contrato o a la subcontratación, se dará publicidad a estas 
circunstancias indicando en el acuerdo de publicidad: las razones que 
justifican tal decisión, la identidad de los cesionarios y subcontratistas y 
el contenido de los acuerdos alcanzados entre el contratista y aquéllos. 
A este supuesto le son de aplicación las mismas excepciones a la publi-
cación que las expuestas en el caso de la difusión de las adjudicaciones 
de los contratos.

14	 Cfr.: artículos 42, 138, 174, 175, 176 y 177 de la Ley 30/2007, de 30 de octubre, de 
Contratos del Sector Público.
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2.3.3.4. Las medidas para impulsar la transparencia en el ámbito de 
las formas de la actividad administrativa. 

2.3.3.4.1. Las medidas para impulsar la transparencia en el ámbito de 
la actividad de servicio público.

Con el fin de garantizar los derechos de los usuarios de los servicios 
públicos autonómicos, la Ley 4/2006 disciplina, por una parte, las cartas 
de servicios y, por otra parte, establece las bases para la imposición de 
ciertas obligaciones a los concesionarios de servicios públicos autonó-
micos. 

2.3.3.4.1.1. Las cartas de servicios.
Las cartas de servicios se definen en el artículo 6.1 de la Ley 4/2006 

como aquellos documentos de acceso público a través de los cuales los 
órganos de la Administración Autonómica gallega y sus Organismos 
administrativos informan a los ciudadanos sobre los derechos que les 
corresponden en sus relaciones con la respectiva Entidad, las concre-
tas obligaciones y responsabilidades que éstas asumen para garantizar 
aquellos derechos y los adecuados niveles de calidad en la prestación de 
los servicios públicos que tienen encomendados, así como aquellos otros 
que se entiendan relevantes a estos efectos15.

De acuerdo con el apartado 2 de este mismo precepto, el ámbito de 
las cartas de servicios es el de las Consellerías, no obstante, esta norma 
permite que, en ocasiones, si se estima más conveniente, sea el de una 
unidad de las mismas16.

15	 Este precepto ha sido desarrollado por el Decreto 117/2008, de 22 de mayo, por el 
que se regulan las Cartas de Servicios de la Xunta de Galicia y el Observatorio de la 
Calidad y de la Administración electrónica de Galicia. En el artículo 3 de esta norma 
se definen las cartas de servicios como: «un instrumento de gestión de la calidad que 
promueve un proceso de análisis y mejora de los servicios de una organización y 
cuyos resultados se plasman en documentos divulgativos de acceso público, impresos 
o electrónicos, en los que, como mínimo, se identifican servicios públicos que presta 
la organización, los órganos responsables de esa prestación, los derechos de los usua-
rios de esos servicios, así como niveles estándares y compromisos de calidad a los que 
se ajustará la prestación de dichos servicios».

16	 En este sentido, el artículo 5 del Decreto 117/2008, de 22 de mayo, por el que se re-
gulan las Cartas de Servicios de la Xunta de Galicia y el Observatorio de la Calidad 
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Las cartas de servicios, una vez aprobadas por la Consellería mate-
rialmente competente, de acuerdo con el artículo 6.3 de la Ley 4/2006, 
con el fin último de que las personas interesadas conozcan los compro-
misos contenidos en las mismas y puedan demandar, en su caso, su cum-
plimiento, se publicarán en el Diario Oficial de Galicia, en la página web 
de la Consellería u órgano correspondiente y serán objeto de divulgación 
por todos los medios al alcance de la Administración que las aprueba17.

2.3.3.4.1.2. Las concesiones de servicios públicos.
La Ley 4/2006, en su artículo 12, por una parte, establece que la 

gestión de los servicios públicos por los concesionarios debe llevarse a 
cabo de acuerdo con el principio de transparencia y, por otra parte, con-
tiene un elenco de derechos, entendido como un mínimo indisponible, 
que la Administración autonómica debe garantizar a los usuarios de los 
servicios públicos autonómicos gestionados en régimen de concesión, 

y de la Administración electrónica de Galicia, establece: «podrán elaborar proyectos 
de cartas de servicios los órganos, centros o unidades, cualquiera que sea su nivel 
orgánico, con competencia material o funcional en los servicios sobre los que se pre-
tenden desarrollar las respectivas cartas».

17	 En concreto, el artículo 11 del Decreto 117/2008, de 22 de mayo, por el que se re-
gulan las Cartas de Servicios de la Xunta de Galicia y el Observatorio de la Calidad 
y de la Administración electrónica de Galicia, establece que los centros directivos 
responsables de su elaboración deberán, como mínimo: 

	 «a) hacer públicos los contenidos de la carta a través de tres versiones: versión impre-
sa de sólo texto para el DOG, versión de folleto impreso y versión web.

	 b) la disponibilidad de dichas versiones en sus dependencias de atención a los usua-
rios de los servicios y al público en general.

	 c) la distribución y disponibilidad de los soportes de la versión folleto impreso de 
la carta en las unidades o servicios administrativos de información y atención al 
ciudadano de la Xunta de Galicia y dependientes de la Consellería de Presidencia, 
Administraciones públicas y Justicia».

	 Asimismo, en el apartado segundo de dicho artículo se establece que «para dar cum-
plimiento a lo establecido en el artículo 2 k) de la Ley 4/2006, de 30 de junio, de 
Transparencia y Buenas Prácticas en la Administración Pública Gallega, en el supues-
to de cartas de servicios orientadas a personas con discapacidades visuales, auditivas 
o de otro tipo, los departamentos responsables de la elaboración de las respectivas 
cartas deberán velar para que los contenidos esenciales de las cartas de servicios se 
difundan a través de soportes divulgativos que recojan dichos contenidos en leguajes 
o medios adaptados a personas con este tipo de discapacidades, facilitando su acceso 
a las cartas de servicios vigentes en la Xunta de Galicia».
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mediante la inclusión de las previsiones oportunas en los pliegos de cláu-
sulas administrativas que disciplinan dichas concesiones.

Así, los derechos de los usuarios que, de acuerdo con el citado pre-
cepto, deben ser garantizados por la Administración Autonómica son: 
en primer lugar, el derecho a la igualdad de trato en el acceso y el uso del 
servicio, en particular, la Ley recalca que, en ningún caso, puede existir 
discriminación, ni directa ni indirecta, por razones de sexo; en segundo 
lugar, el derecho a utilizar, a su elección, el gallego o el castellano en sus 
relaciones con la entidad concesionaria y con sus representantes y tra-
bajadores; en tercer lugar, el derecho a presentar quejas sobre el funcio-
namiento del servicio, que habrán de ser contestadas de forma motivada 
e individual; en cuarto lugar, el derecho a acceder a toda la informa-
ción que obre en poder de la concesionaria y sea precisa para formular 
quejas o reclamaciones sobre la prestación del servicio, de este derecho, 
de acuerdo con el precepto antedicho, quedan excluidos los documen-
tos que afecten a la intimidad de las personas y los relativos a materias 
protegidas por el secreto comercial o industrial, así como, en general, 
aquellos que estén protegidos por la Ley; y en quinto lugar, el derecho a 
obtener copia sellada de todos los documentos que presenten en las ofi-
cinas de la concesionaria, en relación con la prestación del servicio18.

18	 Un ejemplo de cómo el contenido de este precepto ha incidido en la regulación poste-
rior de los derechos de los usuarios se encuentra en el ámbito de los servicios sociales. 
Estos, en muchas ocasiones, están gestionados de forma indirecta por la Adminis-
tración, a través de fórmulas como el concierto o la concesión, de tal manera que 
sus destinatarios gozan de los derechos que les reconoce el citado artículo de la Ley 
4/2006, no sólo en virtud de dicho precepto, sino también porque la propia Ley 
13/2008, de 3 de diciembre, de servicios sociales de Galicia ha incorporado a su texto 
algunos de ellos, como se puede observar en el artículo 6.3, donde se establece que 
los usuarios de los servicios sociales tendrán, entre otros, los siguientes derechos: 

	 a) a utilizar el sistema de servicios sociales en condiciones de igualdad y sin dis-
criminación por razón de nacimiento, raza, sexo, orientación sexual, estado civil, 
edad, situación familiar, discapacidad, ideología, creencia, opinión o cualquier otra 
circunstancia personal, económica o social.

	 b) a recibir un trato acorde con la dignidad de la persona y con el respeto a los dere-
chos y libertades fundamentales, tanto por parte del personal como de las personas 
implicadas en el centro, programa o servicio.

	 c) a recibir información de forma ágil, suficiente y veraz, y en términos comprensi-
bles, sobre los recursos y las prestaciones del sistema gallego de servicios sociales.
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Finalmente, no siendo ya necesario que se prevea en las cláusulas 
administrativas, pese al tenor literal de la Ley 4/2006, ya que se trata de 
una facultad que posee siempre la Administración, la Ley les reconoce a 
los usuarios de los servicios públicos autonómicos gestionados en régi-
men de concesión el derecho a exigir de la Administración concedente el 
ejercicio de sus facultades de inspección, control y, en su caso, sanción 
para subsanar las irregularidades en la prestación del servicio.

2.3.3.4.2. Las medidas para impulsar la transparencia en el ámbito de 
la actividad de fomento.

En materia de fomento, el artículo 13 de la Ley 4/2006, por una parte, 
fija los principios que deben inspirar la convocatoria, el otorgamiento, la 
gestión y el control de las subvenciones y ayudas públicas autonómicas 
y, por otra parte, establece un sistema de publicidad de dichas subven-
ciones y ayudas públicas.

De conformidad con el citado precepto, los principios que deben ins-
pirar la convocatoria y el otorgamiento de las subvenciones y ayudas 
públicas autonómicas son los principios de publicidad, concurrencia, 
objetividad, transparencia, igualdad, no discriminación y eficiencia en la 
asignación de los recursos públicos. A su vez, la gestión y el control de 
las subvenciones y ayudas públicas autonómicas han de regirse por los 
principios de transparencia, eficacia en el cumplimiento de los objetivos 
fijados por la Administración otorgante y eficiencia en la utilización de 
los recursos públicos19.

	 d) al respeto a los derechos lingüísticos de las personas usuarias, garantizando, en 
todo caso, el desarrollo por parte del sistema gallego de servicios sociales de su acti-
vidad desde la práctica de una oferta positiva del idioma gallego.

19	 Estos principios fueron consagrados como principios generales en materia de sub-
venciones por la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, General de Subvenciones, la cual 
constituye normativa básica estatal, dictada al amparo del artículo 149.1.13, 14 y 
18 de la Constitución Española. Posteriormente, estos principios han sido reiterados 
por la Ley 9/2007, de 13 de junio, de subvenciones de Galicia, en cuyo artículo 5.2 se 
establece que la gestión de las subvenciones a las que se refiere dicha Ley se ha de rea-
lizar de conformidad con los principios de publicidad, transparencia, concurrencia, 
objetividad, igualdad y no discriminación, eficacia en el cumplimiento de los objeti-
vos fijados por la Administración otorgante, eficiencia en la asignación y utilización 
de los recursos públicos. 



Dereito Vol. 19, n.º 2: 131-175 (2010)156 ESTUDOS

En cuanto al sistema de publicidad de dichas subvenciones y ayudas 
públicas, el párrafo cuarto del citado precepto dispone que cada Conse-
llería, Organismo o Entidad de Derecho Público vinculada o dependien-
te de la Administración de la Comunidad Autónoma que realice activi-
dades de fomento mediante el otorgamiento de fondos públicos tendrá 
que publicar en su página web:

1º) Una relación actualizada de las líneas de ayudas o subvenciones 
que vayan a convocarse durante cada ejercicio presupuestario, con indi-
cación de los importes destinados a las mismas, su objetivo o finalidad y 
la descripción de los posibles beneficiarios. 

De acuerdo con el artículo 13.5 de la Ley 4/2006 se entienden inclui-
das entre estas ayudas o subvenciones:

a) 	Las concesiones de créditos oficiales por parte de la Administra-
ción de la Comunidad Autónoma, cuando se otorguen sin intere-
ses o con intereses inferiores a los de mercado.

b) 	Las concesiones de ayudas en que la Administración asuma la obli-
gación de satisfacer a la entidad prestamista todo o parte de los 
intereses.

c) 	Las condonaciones de créditos.
d) 	Cualquier otro acuerdo o resolución de los cuales resulte un efecto 

equivalente a la obtención de ayudas directas por parte del benefi-
ciario.

e) 	Las aportaciones dinerarias realizadas por la Comunidad Autóno-
ma a favor de las Entidades Locales, siempre que no estén destina-
das a financiar globalmente la actividad de cada Ente.

2º) El texto íntegro de la convocatoria de las ayudas o subvencio-
nes20.

3º) Las concesiones de dichas ayudas o subvenciones, dentro de los 
cinco días siguientes al de su notificación o publicación, indicando úni-

20	 En esta misma línea, el artículo 6.3 de la Ley 9/2007, de 13 de junio, de subvenciones 
de Galicia, exige que las bases reguladoras de cada tipo de subvención sean publi-
cadas íntegramente en el Diario Oficial de Galicia y en la página web del órgano 
concedente. Hay que destacar que esta obligación de publicación en la página web 
del órgano concedente no está prevista de modo expreso en el artículo 9.3 de la Ley 
38/2003.
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camente la relación de los beneficiarios, el importe de las ayudas y la 
identificación de la normativa reguladora21. No obstante, el artículo 
13.6 de la Ley 4/2006 permite que sean excluidos de la publicación en 
la página web:

a) 	Aquellos supuestos en que la publicación de los datos del benefi-
ciario, en razón del objeto de la ayuda, sea contraria al respeto y 
salvaguarda del honor e intimidad personal y familiar de las perso-
nas físicas, en virtud de lo establecido en la Ley Orgánica 1/1982, 
de 5 de mayo, de Protección Civil del Derecho al Honor, la Intimi-
dad Personal y Familiar y la Propia Imagen.

b) 	Aquellos datos que estén protegidos por el secreto comercial o in-
dustrial.

c) 	Con carácter general, aquellos supuestos, o aquellos datos, en que 
así lo exijan o aconsejen razones prevalentes por la existencia de 
un interés público más digno de protección, que, en todo caso, 
habrá de motivarse expresamente.

3. El Código de Buenas Prácticas Administrativas en la Administración 
Autonómica gallega

 
3.1. Introducción
El Código de Buenas Prácticas Administrativas en la Administración 

Autonómica Gallega tiene, al contenerse en la Ley 4/2006, rango legal, 
aunque la falta de concreción y de claridad de algunos de sus preceptos 

21	 Esta previsión aparece recogida también en la Ley 9/2007, de 13 de junio, de sub-
venciones de Galicia, en cuyo artículo 15.1 se establece el deber de los órganos admi-
nistrativos concedentes de publicar en el Diario Oficial de Galicia las subvenciones 
concedidas con expresión de la convocatoria, el programa y crédito presupuestario al 
que se imputen, el beneficiario, la cantidad concedida y la finalidad o las finalidades 
de la subvención. Igualmente, se establece el deber de publicación de dichos datos en 
la correspondiente página web oficial, en los términos previstos en el artículo 13.4 
de la Ley 4/2006, de transparencia y buenas prácticas en la Administración Pública 
gallega. Hay que destacar que esta obligación de publicación en la página web del 
órgano concedente no está prevista de modo expreso en el artículo 18 de la Ley 
38/2003.
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hacen indispensable su desarrollo a nivel reglamentario para que sea 
posible su aplicación22. 

La finalidad que se persigue con la publicación de este Código es 
informar a los ciudadanos acerca de los principios que han de regir la 
actuación de los miembros del Gobierno gallego y de sus Altos Cargos 
en el ejercicio de las competencias y funciones que tienen atribuidas para 
procurar el bien común de todos los ciudadanos de la Comunidad Au-
tónoma23.

Estas mismas notas caracterizan, también, a otros códigos de conduc-
ta existentes en el Ordenamiento jurídico español24, como es el caso del 
contenido en la Ley 7/2007, de 12 de abril, de aprobación del Estatuto 
Básico del Empleado Público, cuyas reglas, tal y como señala Carro 
Fernández-Valmayor, tienen una finalidad pedagógica y orientadora, de 
tal manera que «su incumplimiento no parece que pudiese acarrear, por 
sí mismo, alguna consecuencia disciplinaria si dicho incumplimiento no 
hubiese sido tipificado, expresa y concretamente, como infracción en el 
texto legal»25.

22	 Así, el Decreto 205/2008, de 4 de septiembre, por el que se regulan los registros de 
actividades y de bienes patrimoniales de altos cargos de la Xunta de Galicia, ha de-
sarrollado en parte el contenido del referido Código. 

23	 Tras la aprobación de este Código, otros similares han sido adoptados por diferentes 
Administraciones Públicas, así, por ejemplo, se pueden citar: la Ley 1/2008, de 2 de 
julio, reguladora de los Conflictos de Intereses de los miembros del Gobierno y de 
los Altos Cargos de la Administración de Cantabria; el Acuerdo de 4 de diciembre 
de 2008 de la Junta de Gobierno de la Ciudad de Madrid, por el que se aprueba el 
Código de Buenas Prácticas Administrativas del Ayuntamiento de Madrid; el Real 
Decreto 432/2009, de 27 de marzo, por el que se aprueba el Reglamento por el que 
se desarrolla la Ley 5/2006, de 10 de abril de 2006, de regulación de los conflictos 
de intereses de los miembros del Gobierno y de los Altos Cargos de la Administra-
ción General del Estado y la Resolución de 31 de marzo de 2009, por la que se da 
publicidad al Acuerdo del Consejo de Gobierno por el que se aprueba el Código 
Ético de Conducta de los miembros del Consejo de Gobierno y Altos Cargos de la 
Administración de la Comunidad Autónoma de Extremadura y se adoptan medidas 
de transparencia, contención y austeridad en la ejecución del gasto público.

24	 Sobre el contenido general de los códigos de buen gobierno, vid. Germán Fernández 
Farreres, “Los Códigos de Buen Gobierno de las Administraciones Públicas”, Admi-
nistración & Ciudadanía, n. 2, 2007, pp. 31 y ss.

25	 Vid. José Luis Carro Fernández-Valmayor, Ética pública y normativa administrati-
va, Universidad de Santiago de Compostela, Santiago de Compostela, 2009, p. 27.
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3.2. El ámbito subjetivo del Código de Buenas Prácticas Administra-
tivas

El Código de Buenas Prácticas Administrativas contenido en la Ley 
4/2006 es de aplicación a los miembros del Gobierno gallego y a los Al-
tos Cargos de la Administración Autonómica. De conformidad el artícu-
lo 14 de dicha Ley son Altos Cargos de la Administración Autonómica:

1) Los Secretarios y Directores Generales y los cargos asimilados a 
los mismos.

2) Los Delegados y representantes del Gobierno gallego en los Entes 
con personalidad jurídica pública.

3) Los Presidentes, Directores Generales y asimilados de los Organis-
mos Autónomos.

4) Los Delegados provinciales y territoriales de los departamentos de 
la Xunta de Galicia.

5) El personal eventual que, en virtud de nombramiento legal, ejerza 
funciones de carácter no permanente, expresamente calificadas de 
confianza y asesoramiento especial, en los gabinetes del Presidente 
y de los demás miembros del Consello de la Xunta de Galicia26.

6) Los Presidentes, Directores Generales, Directores Ejecutivos, Di-
rectores Técnicos y titulares de otros puestos o cargos asimilados, 
cualquiera que sea su denominación, en Entidades de Derecho Pú-
blico vinculadas o dependientes de la Administración Autonómi-
ca, cuyo nombramiento sea efectuado por decisión del Consello de 
la Xunta de Galicia o por sus propios órganos de gobierno.

7) Los Presidentes, Directores Generales y asimilados de las Empresas 
Públicas, Sociedades o Fundaciones en que la Xunta de Galicia, 
directa o indirectamente, participe o aporte más del 50% del capi-
tal o del patrimonio, cuando tales cargos sean designados previo 
acuerdo del Consello de la Xunta de Galicia o por sus propios 
órganos de gobierno.

8) El personal eventual que, en virtud de nombramiento legal, ejerza 
funciones de carácter no permanente, expresamente calificadas de 

26	 No parece adecuado que a este tipo de personal se le aplique este Código. Para ellos, 
quizás fuesen suficientes las previsiones contenidas en los artículos 52, 53 y 54 del 
Estatuto Básico del Empleado Público.
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confianza y asesoramiento especial de los Presidentes y Directores 
Generales de las Entidades sujetas a la Ley 4/2006.

9) Los titulares de cualquier otro puesto de trabajo de la Adminis-
tración Autonómica, cualquiera que sea su denominación, cuyo 
nombramiento se efectúe por decisión del Consello de la Xunta 
de Galicia.

La Disposición Adicional Primera de esta Ley 4/2006 modifica el artí-
culo 2 de la Ley 9/1996, de 18 de octubre, de Incompatibilidad de Altos 
Cargos de modo que sustituye su redacción por una idéntica a la conte-
nida en el artículo 14 con el fin de coordinar el ámbito de aplicación de 
ambas normas27. El principal efecto de esta modificación consiste en la 
inclusión en el sistema de incompatibilidad de Altos Cargos al personal 
eventual que, en virtud de nombramiento legal, ejerza funciones de ca-
rácter no permanente, expresamente calificadas de confianza y asesora-

27	 La dicción anterior decía: «El régimen de incompatibilidades establecido en la pre-
sente Ley será de aplicación a los siguientes cargos públicos:

	 a) Los miembros del Gobierno Autonómico.
	 b) Los secretarios generales, directores generales y cargos asimilados.
	 c) Los delegados y representantes del Gobierno gallego en los entes con personalidad 

jurídica pública
	 d) Los presidentes, directores generales y asimilados de los organismos autónomos.
	 e) Los delegados provinciales y territoriales de las consellerías de la Xunta de Gali-

cia.
	 f) El personal eventual que, en virtud de nombramiento legal, ejerza funciones de 

carácter no permanente, expresamente calificadas de confianza y asesoramiento es-
pecial, en los gabinetes del presidente y de los conselleiros de la Xunta de Galicia.

	 g) Los presidentes, directores generales, directores ejecutivos, directores técnicos y 
titulares de otros puestos o cargos asimilados, cualquiera que sea su denominación, 
en entidades de derecho público vinculadas o dependientes de la Administración Au-
tonómica, cuyo nombramiento sea efectuado por decisión del Consello de la Xunta 
de Galicia o por sus propios órganos de gobierno.

	 h) Los presidentes, directores generales y asimilados de las empresas públicas, socie-
dades o fundaciones en que la Xunta de Galicia, directa o indirectamente, participe 
o aporte más del 50% del capital o patrimonio, cuando tales cargos sean designados 
previo acuerdo del Consello de la Xunta de Galicia o por sus propios órganos de 
gobierno.

	 i) Los titulares de cualquier otro puesto de trabajo de la Administración Autonómica, 
cualquiera que sea su denominación, cuyo nombramiento se efectúe por decisión del 
Consello de la Xunta de Galicia».
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miento especial de los presidentes y directores generales de las entidades 
sujetas a la Ley 4/2006, que no se contemplaba en la redacción original 
de la Ley 9/1996.

Finalmente, hay que señalar que, de conformidad con el artículo 18 
de la Ley 4/2006, el tratamiento oficial que corresponde a los miembros 
del Gobierno Autonómico y a los Altos Cargos de la Administración 
Autonómica será el de señor o señora, seguido de la denominación del 
cargo, empleo o rango correspondiente.

3.3. Los requisitos del proceso de nombramiento de algunos Altos 
Cargos de la Administración Autonómica

El artículo 16 de la Ley 4/2006 obliga al Consello de la Xunta de 
Galicia a que, con carácter previo al nombramiento de determinados 
cargos públicos, ponga en conocimiento del Parlamento de Galicia el 
nombre de las personas propuestas para estos cargos, con el fin de que 
éste pueda disponer su comparecencia ante la Comisión correspondiente 
de la Cámara. Dicha Comisión Parlamentaria examinará, en su caso, 
las candidaturas propuestas. A estos efectos, los miembros de la misma 
podrán formular las preguntas o solicitarán las aclaraciones que estimen 
convenientes28.

En concreto, los cargos cuyo nombramiento tiene que ser informado 
por el Parlamento de Galicia son: el Director General de la Compañía 
de Radio-Televisión de Galicia, el Presidente del Tribunal Gallego de 
Defensa de la Competencia, el Presidente del Consejo Económico y So-
cial, el Presidente del Consejo de la Cultura Gallega, y los Presidentes 
de aquellos otros órganos que puedan establecerse por Ley cuyo nom-
bramiento sea realizado por el Consello de la Xunta por un período de 
tiempo determinado. 

28	 Sobre el control previo al nombramiento de Altos Cargos efectuado por el Parla-
mento, vid. Joaquín Mesenguer Yebra, Régimen de conflictos de intereses e incom-
patibilidades de los miembros del Gobierno y Altos Cargos de la Administración, 
Bosch, Barcelona, 2007, pp. 53 y ss. y sobre la ausencia de un control previo sobre 
la capacidad y competencia de los Altos Cargos en la Administración, vid. Daniel 
Cuadrado Zuloaga, “Los altos cargos en la Administración pública y su capacidad 
como dirigentes políticos”, Diario La Ley, n. 3, 2008, pp. 1 y ss.
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3.4. Los principios de actuación que han de regir la actividad de los 
miembros del Gobierno y de los Altos Cargos de la Comunidad Autó-
noma gallega

De acuerdo con el artículo 15 de la Ley 4/2006, los miembros del 
Gobierno y los Altos Cargos de la Administración Autonómica adecua-
rán su actividad a los principios éticos de actuación que se enumerarán 
a continuación29.

29	 Muchos de estos principios se hallan también recogidos en el Código de Conducta 
contenido en la Ley 7/2007, de 12 de abril, por la que se aprueba el Estatuto Básico 
del Empleado Público. Este Código está configurado por los principios éticos y de 
conducta regulados en los artículos 53 y 54, respectivamente, de la citada ley. 

	 Así, de acuerdo con el artículo 53:
«1. Los empleados públicos respetarán la Constitución y el resto de normas que in-

tegran el ordenamiento jurídico.
2. 	 Su actuación perseguirá la satisfacción de los intereses generales de los ciuda-

danos y se fundamentará en consideraciones objetivas orientadas hacia la im-
parcialidad y el interés común, al margen de cualquier otro factor que exprese 
posiciones personales, familiares, corporativas, clientelares o cualesquiera otras 
que puedan colisionar con este principio.

3. 	 Ajustarán su actuación a los principios de lealtad y buena fe con la Administra-
ción en la que presten sus servicios, y con sus superiores, compañeros, subordina-
dos y con los ciudadanos.

4. 	 Su conducta se basará en el respeto de los derechos fundamentales y libertades 
públicas, evitando toda actuación que pueda producir discriminación alguna por 
razón de nacimiento, origen racial o étnico, género, sexo, orientación sexual, 
religión o convicciones, opinión, discapacidad, edad o cualquier otra condición o 
circunstancia personal o social.

5. 	 Se abstendrán en aquellos asuntos en los que tengan un interés personal, así como 
de toda actividad privada o interés que pueda suponer un riesgo de plantear con-
flictos de intereses con su puesto público.

6. 	 No contraerán obligaciones económicas ni intervendrán en operaciones finan-
cieras, obligaciones patrimoniales o negocios jurídicos con personas o entidades 
cuando pueda suponer un conflicto de intereses con las obligaciones de su puesto 
público.

7. 	 No aceptarán ningún trato de favor o situación que implique privilegio o ventaja 
injustificada, por parte de personas físicas o entidades privadas.

8. 	 Actuarán de acuerdo con los principios de eficacia, economía y eficiencia, y vigi-
larán la consecución del interés general y el cumplimiento de los objetivos de la 
organización.

9. 	 No influirán en la agilización o resolución de trámite o procedimiento adminis-
trativo sin justa causa y, en ningún caso, cuando ello comporte un privilegio en 
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En primer lugar, en sus relaciones con los administrados, los miem-
bros del Gobierno y los Altos Cargos de la Administración Autonómica 
mantendrán una conducta digna, tratando a los ciudadanos con esmera-
da corrección y prestarán especial atención a las necesidades personales 

beneficio de los titulares de los cargos públicos o su entorno familiar y social 
inmediato o cuando suponga un menoscabo de los intereses de terceros.

10. Cumplirán con diligencia las tareas que les correspondan o se les encomienden 
y, en su caso, resolverán dentro de plazo los procedimientos o expedientes de su 
competencia.

11. Ejercerán sus atribuciones según el principio de dedicación al servicio público 
absteniéndose no solo de conductas contrarias al mismo, sino también de cua-
lesquiera otras que comprometan la neutralidad en el ejercicio de los servicios 
públicos.

12. Guardarán secreto de las materias clasificadas u otras cuya difusión esté prohi-
bida legalmente, y mantendrán la debida discreción sobre aquellos asuntos que 
conozcan por razón de su cargo, sin que puedan hacer uso de la información 
obtenida para beneficio propio o de terceros, o en perjuicio del interés público».

	 Asimismo, de conformidad con el artículo 54, los empleados públicos, respetarán los 
siguientes principios de conducta:
«1. Tratarán con atención y respeto a los ciudadanos, a sus superiores y a los restan-

tes empleados públicos.
2. 	 El desempeño de las tareas correspondientes a su puesto de trabajo se realizará de 

forma diligente y cumpliendo la jornada y el horario establecidos.
3. 	 Obedecerán las instrucciones y órdenes profesionales de los superiores, salvo que 

constituyan una infracción manifiesta del ordenamiento jurídico, en cuyo caso 
las pondrán inmediatamente en conocimiento de los órganos de inspección pro-
cedentes.

4. 	 Informarán a los ciudadanos sobre aquellas materias o asuntos que tengan dere-
cho a conocer, y facilitarán el ejercicio de sus derechos y el cumplimiento de sus 
obligaciones.

5. 	 Administrarán los recursos y bienes públicos con austeridad, y no utilizarán los 
mismos en provecho propio o de personas allegadas. Tendrán, asimismo, el deber 
de velar por su conservación.

6. 	 Se rechazará cualquier regalo, favor o servicio en condiciones ventajosas que 
vaya más allá de los usos habituales, sociales y de cortesía, sin perjuicio de lo 
establecido en el Código Penal.

7. 	 Garantizarán la constancia y permanencia de los documentos para su transmi-
sión y entrega a sus posteriores responsables.

8. 	 Mantendrán actualizada su formación y cualificación.
9. 	 Observarán las normas sobre seguridad y salud laboral.
10. Pondrán en conocimiento de sus superiores o de los órganos competentes las 

propuestas que consideren adecuadas para mejorar el desarrollo de las funcio-
nes de la unidad en la que estén destinados. A estos efectos se podrá prever la 
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y materiales de las personas discapacitadas, adoptando las medidas ne-
cesarias para facilitar su acceso a la información y sus relaciones con la 
Administración30. 

En segundo lugar, en la realización de las funciones que les hayan sido 
encomendadas, los miembros del Gobierno y los Altos Cargos de la Ad-
ministración Autonómica: realizarán con lealtad e integridad las funcio-
nes o cometidos que tengan asignados; observarán un comportamiento 
ético ordenado a la satisfacción del interés general; actuarán de buena 
fe y con la diligencia debida en el cumplimiento de sus obligaciones y 
fomentarán la calidad en la prestación de servicios públicos; actuarán 
con transparencia en la gestión de los asuntos públicos, favoreciendo la 
accesibilidad y receptividad de la Administración a todos los ciudada-
nos; ejercerán los poderes que les atribuye la normativa vigente con la fi-
nalidad exclusiva para la que les fueron otorgados; evitarán toda acción 
que pueda poner en riesgo el interés público; respetarán el principio de 
imparcialidad, de modo que mantengan un criterio independiente y aje-
no a todo interés particular; se abstendrán de intervenir en los asuntos en 
que concurra alguna causa que pueda afectar a su objetividad; tratarán 
de igual forma a todas las personas que se encuentren en idénticas situa-
ciones, sin hacer discriminaciones; promoverán la adopción de medidas 
de acción positiva para la consecución de la igualdad entre mujeres y 
hombres y para la protección de los colectivos desfavorecidos; usarán 
normalmente el gallego, oralmente y por escrito, en sus relaciones con la 

creación de la instancia adecuada competente para centralizar la recepción de las 
propuestas de los empleados públicos o administrados que sirvan para mejorar 
la eficacia en el servicio.

11. Garantizarán la atención al ciudadano en la lengua que lo solicite siempre que 
sea oficial en el territorio».

	 Para un análisis detallado de los principios éticos y de conducta enumerados en el 
Estatuto Básico del Empleado Público, vid.: José María Miranda Boto, “Artículo 54. 
Principios de conducta”, El Estatuto Básico del Empleado Público, Comares, Grana-
da, 2008, pp. 531 y ss. y Yolanda Maneiro Vázquez, “El nuevo Código de Conducta 
del Empleado Público”, El Estatuto Básico del Empleado Público, vol. II, Ministerio 
de Trabajo e Inmigración, Madrid, 2009, pp. 253 y ss. 

30	 A estos principios se podría añadir el de desempeño de sus competencias con arreglo 
al principio de confianza legítima, como prevé el artículo 5.11 de la Ley cántabra 
1/2008, de 2 de julio.
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ciudadanía; guardarán la debida reserva respecto a los hechos o infor-
maciones de que tengan conocimiento con motivo u ocasión del ejercicio 
de sus competencias; serán responsables de las acciones realizadas en el 
desarrollo de sus funciones; garantizarán la ausencia de arbitrariedad en 
la adopción de sus decisiones y pondrán en conocimiento de los órganos 
competentes cualquier actuación irregular de la cual tengan conocimien-
to31.

En tercer lugar, en la gestión de los recursos públicos, a los miembros 
del Gobierno y los Altos Cargos de la Administración Autonómica les 
corresponde proteger y conservar los medios públicos y no utilizar los 
recursos públicos para actividades que no sean las autorizadas para los 
mismos. 

En cuarto lugar, en el desarrollo de su vida privada, los miembros del 
Gobierno y los Altos Cargos de la Administración Autonómica: no se 
implicarán en situaciones, actividades o intereses incompatibles con sus 
funciones, observando estrictamente el régimen de incompatibilidades 
previstas en la Ley reguladora de las mismas y en su normativa de desa-
rrollo; no aceptarán regalos que superen los usos habituales, sociales o 
de cortesía, ni favores o servicios en condiciones ventajosas que puedan 
condicionar el desarrollo de sus funciones; usarán las prerrogativas inhe-
rentes a sus cargos únicamente para el cumplimiento de sus funciones y 
deberes y no se valdrán de su posición en la Administración para obtener 
ventajas personales o materiales.

3.5. La publicidad de las actividades, retribuciones y bienes de los 
miembros del Gobierno y de los Altos Cargos de la Administración Au-
tonómica

El artículo 17 de la Ley 4/2006 establece que, en la página web de la 
Xunta de Galicia, se publicarán nominalmente las retribuciones públicas 

31	 A estos principios se podrían añadir los siguientes: el de colaboración y lealtad ins-
titucional en el desarrollo de las relaciones interadministrativas; el de respeto del 
mérito y la capacidad en los procedimientos de selección y promoción del personal al 
servicio del sector público autonómico y el de liderazgo participativo propiciando la 
colaboración permanente y activa del personal sujeto a su dirección, como prevé el 
artículo 5.9 y 10 de la Ley cántabra 1/2008, de 2 de julio.
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percibidas por los miembros del Gobierno y por los Altos Cargos de la 
Administración Autonómica, con expresa indicación de los diferentes 
conceptos retributivos.

Por otra parte, pero también en esta materia, la Disposición Adicio-
nal Segunda de la citada Ley modifica el artículo 10 de la Ley 9/1996, de 
18 de octubre, de Incompatibilidad de Altos Cargos que crea y regula el 
Registro de Actividades de Altos Cargos y el Registro de Bienes Patrimo-
niales de Altos Cargos de la Xunta de Galicia32.

32	 Tal y como se ha señalado ya, el Decreto 205/2008, de 4 de septiembre, por el que 
se regulan los registros de actividades y de bienes patrimoniales de altos cargos de la 
Xunta de Galicia, ha desarrollado en parte el contenido del referido Código en este 
punto. Este Decreto, se estructura en cuatro capítulos. El primero de ellos precisa el 
objeto del mismo y su ámbito de aplicación. Asimismo, en él se establece el criterio 
para determinar los cargos asimilados al personal directivo de Entidades de Derecho 
Público dependientes de la Administración Autonómica y del Sector Público Empre-
sarial de la misma sujetos a sus previsiones. Además, en este primer capítulo se crea 
la Oficina de Incompatibilidades y Buenas Prácticas, que será el órgano competente 
para la gestión del régimen de incompatibilidades de Altos Cargos y se establece la 
obligación de formular una declaración previa por parte de las personas que vayan 
a tomar posesión de un cargo incluido en el ámbito de aplicación de la Ley 9/1996, 
de 18 de octubre, con el fin de que se manifiesten sobre la falta de concurrencia de 
causa de incompatibilidad, o también en caso de que dichas personas desarrollen 
alguna actividad susceptible de ser compatible con el fin de que se proceda a tomar 
conocimiento de la misma por parte de dicha oficina. 

	 El capítulo segundo se dedica al Registro de Actividades de Altos Cargos. Después 
de regular el contenido de la declaración de actividades que debe ser objeto de ins-
cripción en el mismo y la publicidad del registro, de conformidad con el dispuesto 
en la Ley 9/1996, de 18 de octubre (modificada en este extremo por la Ley 4/2006, 
de 30 de junio, de transparencia y buenas prácticas en la Administración Pública ga-
llega), se regula el contenido de la comunicación que, tras su cese, deberán efectuar 
los altos cargos con carácter previo al inicio de las actividades que vayan a realizar 
con posterioridad al cese, con el fin de garantizar la observancia de las disposiciones 
contenidas en la Ley 9/1996, de 18 de octubre.

	 El capítulo tercero se ocupa del Registro de Bienes Patrimoniales de Altos Cargos 
en el que se tienen que inscribir las declaraciones de bienes patrimoniales. En los 
preceptos de este capítulo se clarifica el contenido de dicha declaración incluyendo 
la necesidad de identificar los créditos, préstamos o deudas que conforman el pasivo 
patrimonial de la persona declarante y los datos y circunstancias que será necesario 
especificar en las mismas. También se especifica la forma de valoración del patrimo-
nio que deberá figurar en la declaración. 

	 Por último, el capítulo cuarto se refiere a las disposiciones comunes a ambos regis- 
tros. En él se fija el deber de las Consellerías, Organismos Autónomos, Sociedades 
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De acuerdo con la nueva redacción de este precepto, el contenido de 
las declaraciones pertenecientes a los titulares de aquellos puestos cuyo 
nombramiento sea efectuado por decisión del Consello de la Xunta de 
Galicia que se hallen inscritas en el Registro de Actividades de Altos 
Cargos se publicará en el Diario Oficial de Galicia y estará disponible 
en Internet33. A su vez, según esta misma norma, del contenido del Re-
gistro de Bienes Patrimoniales de Altos Cargos de la Xunta de Galicia 
se dará cuenta anualmente al Parlamento, de acuerdo con lo que se es-
tablezca en el Reglamento de la Cámara, si bien de esta información al 
Parlamento están excluidas las copias de la última declaración tributaria 
correspondiente al Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas y, en 
su caso, del Impuesto sobre el Patrimonio exigidas por el artículo 8.1.b) 
de la Ley 9/1996, de 18 de octubre, de Incompatibilidades de Altos Car-
gos34. Por último, hay que señalar que al contenido de este Registro de 
Bienes Patrimoniales de Altos Cargos de la Xunta de Galicia también 

Públicas y Fundaciones del Sector Público y Entidades de Derecho Público depen-
dientes de la Administración Autonómica de comunicar a la Oficina de Incompatibi-
lidades y Buenas Prácticas los nombramientos y ceses que efectúen y se correspondan 
con cargos públicos comprendidos en el ámbito de aplicación de la Ley 9/1996, de 
18 de octubre. Asimismo, se dispone que las personas titulares de las Secretarías Ge-
nerales de las Consellerías colaboren activamente en la difusión de los deberes legales 
en la materia de incompatibilidades de Altos Cargos.

	 Sobre la regulación de la publicidad de las actividades y del patrimonio de los Altos 
Cargos en el ámbito estatal, autonómico y local, vid. José Antonio Sarmiento Mén-
dez, “As incompatibilidades dos membros da Xunta e demáis Altos Cargos”, Derei-
to. Revista Xurídica da Universidade de Santiago de Compostela, n. 5.1, 1996, pp. 
341 y ss. y Joaquín Mesenguer Yebra, Régimen de conflictos de intereses e incompa-
tibilidades de los miembros del Gobierno y Altos Cargos de la Administración, cit., 
pp. 201 y ss.

33	 En la redacción anterior se establecía que el Registro de Actividades de Altos Cargos 
tenía carácter público y al mismo podría acceder cualquier persona que tuviese inte-
rés en conocer las inscripciones efectuadas.

34	 Este artículo 8 reza: «1. Los cargos a que hace referencia el artículo 2 de esta Ley 
están obligados a formular las siguientes declaraciones:

	 a) Declaración de actividades que desarrollen por sí mismos o mediante sustitución 
o apoderamiento ante el Registro de Actividades e Intereses de Altos Cargos. Ésta 
vendrá referida a cualquier actividad, negocio, empresa o sociedad pública o privada 
que les proporcione o pueda proporcionar ingresos económicos o en los que tengan 
participación o intereses.
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tendrán acceso: a) Los órganos judiciales, para la instrucción o resolu-
ción de procesos que requieran el conocimiento de los datos obrantes 
en el Registro, de conformidad con lo dispuesto en las Leyes procesales; 
b) El Ministerio Fiscal, cuando realice actuaciones de investigación en 
el ejercicio de sus funciones que requieran el conocimiento de los datos 
obrantes en el Registro; c) El Defensor del Pueblo y el Valedor do Pobo, 
en los términos previstos en sus Leyes de creación35.

4. El sistema de calidad de gestión de la Xunta de Galicia

4.1. Definición
El Sistema de Calidad de Gestión de la Xunta de Galicia se define 

como el conjunto de acciones encaminadas a la consecución de una me-
jora en la calidad de gestión, de acuerdo con el artículo 1 del Decreto 
235/2008.

	 b) Declaración de bienes patrimoniales ante el correspondiente Registro constituido 
al efecto, referida a los que integren el patrimonio del interesado, comprensiva de la 
totalidad de sus bienes, derechos y obligaciones, a la que se adjuntará la copia de la 
última declaración tributaria correspondiente al impuesto sobre la renta de las perso-
nas físicas (IRPF) y al impuesto sobre el patrimonio neto en caso de que el declarante 
tuviera obligación de presentarlo ante la Administración tributaria.

	 Esta declaración deberá incluir las participaciones en todo tipo de empresas y socie-
dades pertenecientes al cargo de los comprendidos en el ámbito de aplicación de esta 
Ley y a las personas mencionadas en el artículo 3.4.

	 A esta declaración podrán acompañar la relativa al patrimonio de su cónyuge, o per-
sona vinculada por análoga relación, con su previo consentimiento, y al patrimonio 
de los hijos dependientes».

35	 La redacción anterior de este artículo disponía que el Registro de Bienes Patrimo-
niales de Altos Cargos tendría carácter reservado y, como tal, sólo podrían acceder 
al mismo: a) El Parlamento de Galicia, de acuerdo con lo que al efecto dispusiese el 
Reglamento de la Cámara; b) Los órganos judiciales, para la instrucción o resolución 
de procesos que requiriesen el conocimiento de los datos obrantes en el Registro, de 
conformidad con lo dispuesto en las leyes procesales; c) El Ministerio Fiscal, cuando 
realizase actuaciones de investigación en el ejercicio de sus funciones que requiriesen 
el conocimiento de los datos obrantes en el Registro; d) El Defensor del Pueblo y el 
Valedor do Pobo, en los términos previstos en sus Leyes de creación.



Marcos Almeida Cerreda/Diana Santiago Iglesias	 Transparencia 169

4.2. Principios rectores
El Sistema de Calidad de Gestión de la Xunta de Galicia se funda en 

los siguientes principios rectores, enumerados en el Anexo I del Decreto 
235/2008:

– el principio de voluntariedad, que postula que la mejora continua 
en las organizaciones integrantes de la Administración Autonómica será 
voluntaria, partiendo la iniciativa de llevarla a cabo de ellas mismas, en 
concreto, de sus directivos o máximos responsables, que deben tener en 
cuenta las propuestas y opiniones de sus trabajadores.

– el principio de reconocimiento, según el cual toda actuación de un 
trabajador que destaque especialmente a favor de la mejora de la orga-
nización debe ser reconocida como tal y, en su caso, premiada o recom-
pensada de manera expresa.

– el principio de normalización, que implica que el establecimiento 
de un sistema de calidad de la gestión debe reflejarse en un cuerpo nor-
mativo que le sirva de marco de referencia y que contribuya a fijar una 
deseable coherencia en el proceso y homologación de métodos y herra-
mientas, con el fin de favorecer su acreditación y autenticidad, así como 
la posibilidad de intercambio de experiencias.

– el principio de gradación de la consecución de la mejora, en virtud 
del cual el Sistema de Gestión de Calidad ha de tener en cuenta la varie-
dad de posiciones de partida de las diferentes organizaciones que deci-
dan participar en las acciones de mejora de la calidad y prever diferentes 
grados de calidad y distintas fases de evolución.

– el principio de satisfacción de los trabajadores, según el que los 
criterios de mejora han de tener en cuenta el nivel de satisfacción que 
provocan en los trabajadores.

– el principio de no discriminación, de acuerdo con el cual las medidas 
que se adopten a favor de la plena realización del principio de igualdad 
frente a cualquier tipo de discriminación en el diseño e implantación de 
las acciones de mejora reguladas en el citado Decreto han de ser consi-
deradas como elementos relevantes en la consecución de la calidad de la 
gestión.

– el principio de inmediatez de los resultados, de conformidad con el 
que los resultados conseguidos con carácter inmediato han de ser priori-
zados, ponderando los conseguidos a medio y largo plazo.
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– el principio de aplicabilidad, en virtud del cual deben priorizarse las 
ideas sencillas y directamente aplicables que surjan de los trabajadores 
de la Xunta de Galicia.

4.3. Objetivos
Los objetivos del Sistema de Calidad de Gestión, de acuerdo con el ar-

tículo 4 del Decreto 235/2008, son: en primer lugar, integrar a todas las 
personas que trabajan en la Xunta de Galicia en el camino de la mejora 
de los servicios a la ciudadanía; en segundo lugar, lograr que los planes 
de mejora sean participativos e integren y movilicen al máximo número 
de personas; en tercer lugar, fomentar en la cultura interna de la orga-
nización de valores que redunden en una mejora del clima laboral, tales 
como la solidaridad, la colaboración y el compañerismo; y, en cuarto lu-
gar, consolidar el respeto al principio constitucional de igualdad frente a 
cualquier tipo de discriminación, al entorno laboral y al medio ambiente 
y fomentar el gallego.

4.4. Órganos competentes
Respecto de los órganos competentes hay que señalar que, de confor-

midad con el artículo 8 del Decreto 235/2008, de 18 de septiembre, entre 
otras, le corresponden a la Consellería competente en materia de calidad 
de gestión, a través de la Dirección General correspondiente, las siguien-
tes funciones: gestionar el Sistema de Calidad de Gestión de la Xunta 
de Galicia; elaborar y proponer la normativa específica de cada una de 
las acciones de mejora previstas en el sistema a la persona titular de la 
Consellería competente en materia de calidad de la gestión; elaborar las 
guías de implantación de las acciones de mejora de la gestión; asesorar 
a los distintos centros directivos para la implantación de las acciones 
de mejora de la gestión; elaborar y proponer la normativa que establez-
ca el procedimiento para el reconocimiento de los diferentes grados de 
calidad a la persona titular de la Consellería competente en materia de 
calidad de la gestión; definir los requisitos necesarios para acceder a los 
diferentes grados de calidad dentro del sistema; elaborar los informes y 
auditorías que fundamenten la resolución de la Consellería competen-
te en materia de calidad de la gestión que acredite el grado de calidad 
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conseguido por los centros directivos; proponer a la persona titular de 
la Consellería competente en materia de calidad de la gestión, el reco-
nocimiento del grado de calidad conseguido por los centros directivos; 
llevar a cabo actuaciones de animación, reconocimiento y difusión de la 
calidad conseguida, como pueden ser las vinculadas al Observatorio de 
la Calidad de la Administración Electrónica de Galicia, la acreditación 
del grado de calidad o la organización de premios a las mejores prácti-
cas, y elaborar el informe anual de situación del Sistema de Calidad de 
Gestión en la Xunta de Galicia.

4.5. Acciones de mejora
El Sistema de Calidad de Gestión de la Xunta de Galicia se desarrolla 

a través de acciones de mejora cuyas características y elementos básicos 
se recogen en el Anexo II del Decreto 235/2008. Estas acciones se defi-
nen, de acuerdo con el Anexo III del citado Decreto, como elementos del 
Sistema de Calidad de Gestión de la Xunta de Galicia, que, adecuada-
mente llevados a cabo, bien por los centros directivos o bien por las per-
sonas que en ellos trabajan, contribuyen de forma efectiva a conseguir 
una mejora en la calidad de gestión.

La primera de ellas, «Mejora de la gestión a través de la consolida-
ción organizativa. La autoevaluación con el modelo directrices de ges-
tión», tiene por objeto fomentar el avance en la calidad de gestión de la 
organización a través del modelo directrices de gestión, basado en el mo-
delo de la Fundación Europea para el Fomento de la Calidad (EFQM). 
La aplicación de este modelo, implica la realización de dos actividades: 
por una parte, una autoevaluación, basada en el modelo directrices de 
gestión, en la que se analiza si la organización desarrolla las directrices 
de mejora, identificando las evidencias existentes y las oportunidades de 
mejora y, por otra parte, la elaboración y ejecución de un plan de mejora 
que se desarrolle en función de las oportunidades de mejora encontradas 
en la autoevaluación y siguiendo el itinerario de consolidación organi-
zativa propuesto en la guía metodológica elaborada por la Consellería 
competente en materia de calidad de gestión.

La segunda acción, «Mejora de la gestión a través de herramientas 
de mejora», implica el empleo de una serie de herramientas compatibles 
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entre sí y con el modelo directrices de gestión, que por sus características 
y potencial transversalidad, resulten especialmente idóneas para ser im-
plantadas en la Administración Autonómica gallega.

La tercera acción de mejora, «Herramientas incorporadas al Sistema 
de Calidad de Gestión de la Xunta de Galicia», se basa en el empleo de 
las siguientes herramientas: planificación y definición de objetivos36; car-
tas de servicios37; dirección por indicadores38 y gestión de procesos39.

La cuarta acción, se titula «Mejora de gestión a través de la implan-
tación de buenas prácticas». Hay que distinguir entre buenas prácticas 
funcionales, que son aquellas acciones de mejora impulsadas por los cen-
tros directivos que contribuyan a la mejora de su ámbito competencial 
y que lo hagan de forma significativa, consiguiendo resultados positivos 

36	 De acuerdo con el Anexo II, letra C.1, se trata de concretar tanto los programas que 
se están realizando o que se van a realizar como sus objetivos, tanto cualitativos 
como cuantitativos, de modo que se permita desarrollar la estrategia a seguir por un 
determinado centro directivo y guiar su gestión en el año en curso.

37	 El Anexo II, letra C.2, señala que las cartas de servicios son: «instrumentos de gestión 
de la calidad que promueven un proceso de análisis y mejora de los servicios de una 
organización y cuyos resultados se plasman en documentos divulgativos de acceso 
público, impresos o electrónicos, en los que, como mínimo se identifican servicios 
públicos que presta la organización, los órganos responsables de esa prestación, los 
derechos de las usuarias y usuarios de esos servicios, así como niveles estándares y 
compromisos de calidad a los que se ajustará la prestación de dichos servicios. Ade-
más, todas las cartas de servicios contendrán información suficiente sobre el sistema 
que tienen previsto los órganos, centros o unidades para que los destinatarios de los 
servicios puedan presentar sus sugerencias, quejas y reclamaciones respecto de los 
servicios objeto de la carta».

38	 De conformidad con el Anexo II, letra C.3, la dirección por indicadores es: «un ins-
trumento básico de la gestión de los centros directivos que se centra en la utilización 
adecuada y eficiente de todo el sistema de información. 

	 El cuadro de mando es una de las maneras más adecuadas para desarrollar la di-
rección por indicadores, y proporciona a los directivos el conjunto de indicadores 
que necesitan para realizar un seguimiento integral de la organización orientando la 
gestión y los recursos hacia los objetivos y las prioridades de la organización».

39	 Según el Anexo II, letra C.4, es un modelo de gestión que se fundamenta en la con-
cepción de la organización pública como prestadora de servicios a través de un 
conjunto de procesos interrelacionados que garantizan la coordinación de todas las  
actividades entre sí, mejorando la efectividad y la satisfacción de todos los grupos 
de interés.
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constatables y buenas prácticas derivadas del empleo de las tecnologías 
de la información y de la comunicación, es decir, aquellas impulsadas 
por los centros directivos que contribuyan a la consecución de los mis-
mos fines, mediante el empleo de dichas tecnologías40.

Finalmente, la quinta acción, «La mejora de la gestión a través de 
las sugerencias de mejora», se basa en el fomento de las sugerencias de 
mejora, entendiéndose por sugerencia aquella propuesta de mejora pre-
sentada por un trabajador de un centro directivo que, siguiendo el proce-
dimiento establecido en la guía elaborada por la Consellería competente 
en materia de calidad de la gestión, haya sido valorada y aprobada por 
la Dirección General competente, que pueda ser aplicada en el mismo o 
en otro centro.

4.6. Medición de la progresión en la implantación de las acciones de 
mejora

El Decreto 235/2008 regula un subsistema de gradación de la mejora 
de la calidad con el que se determinan los niveles de calidad y de exten-
sión de las acciones de mejora, así como los grados de calidad que puede 
conseguir cada centro directivo y que le permite verificar su grado de 
mejora, así como sus diferentes alternativas. 

En primer lugar, en relación con los niveles de calidad en la implan-
tación de las acciones de mejora, el artículo 10 de dicho Decreto dis-
tingue: el nivel inicial, que evalúa el producto final mediante la aplica-
ción de estándares de carácter básico; el nivel intermedio, que evalúa el 
cumplimiento de los requisitos, previamente establecidos, mediante la 
aplicación de estándares de proceso; y el nivel superior, que evalúa la 
constatación de la existencia de resultados positivos, la obtención de re-
conocimientos externos, ajenos a la propia organización, la integración 
en determinados sistemas transversales de la Xunta de Galicia, así como 
la revisión y mejora continua.

40	 Para que una acción de mejora sea catalogada como buena práctica derivada del 
empleo de las tecnologías de la información y de la comunicación ha de cumplir los 
requisitos definidos en la guía que haya elaborado la Consellería competente en ma-
teria de calidad de la gestión al efecto.
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En segundo lugar, respecto de los niveles de extensión de las acciones 
de mejora, hay que señalar que el artículo 11 del Decreto 235/2008 úni-
camente dispone que se distinguirán tres niveles, fijados de acuerdo con 
diferentes parámetros, relacionados, bien con magnitudes inherentes a la 
propia acción de mejora, bien con el número de unidades implicadas en 
el desarrollo de la misma dentro del centro directivo.

Por último, en cuanto al grado de calidad del centro directivo, el ar-
tículo 12 del citado Decreto establece que cada centro directivo debe 
posicionarse en un grado de calidad respecto de cada acción de mejora, 
en función de los niveles de calidad y extensión conseguidos, teniendo 
en cuenta que, en el caso de que un centro directivo desarrolle la misma 
acción de mejora con diferentes niveles de calidad o de extensión, le 
corresponde la clasificación en el grado de calidad más alto conseguido 
para esa acción de mejora.
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